
	

 

 

 

Tratados de Libre Comercio 
Privatización de Servicios Públicos 

 

Todos los grandes tratados negociados actualmente (CETA, TTIP, TISA, etc) persiguen, de una 
forma u otra, convertir en un negocio los servicios públicos de la sanidad, la educación o la gestión 
del agua. 
 
TTIP:	 saneamiento de aguas, mutuas, servicios sociales y asociados a la sanidad o la educación, 
son algunos de los sectores que, según los documentos filtrados, podrían ser objeto de 
liberalización. Solo un área quedaba fuera del texto: las finanzas, y a petición de EEUU. Washington 
entiende que su actual regulación financiera es más exigente que la europea, gracias sobre todo a 
una de las últimas leyes aprobadas tras el estallido de la burbuja, Dodd-Frank.  
 
Igualmente con este Tratado sería imposible recuperar servicios externalizados o privatizados, o 
establecer cláusulas sociales, ya que las multinacionales acudirían a los mecanismos de arbitraje 
privado para reclamar daños y perjuicios por estas y otras políticas públicas que mermarían sus 
beneficios.  

 
Ejemplo: Eslovaquia se vio obligada a pagar a la empresa aseguradora holandesa Achmea 29,5 
millones de euros, el equivalente a todo su presupuesto en Sanidad, cuando el nuevo gobierno 
electo decidió revertir el proceso de privatización del sistema sanitario. 
 
CETA: utiliza una "lista negativa", lo que significa que liberalizará todos los servicios que no estén 
incluidos en esa lista de excepciones, que alude a  los servicios “suministrados en el ejercicio de 
facultades gubernamentales”; es decir, reduce las excepciones a policía, administración judicial, o el 
banco central. Además este Tratado contiene la “Cláusula Trinquete” que impediría la reversión de 
las externalizaciones y privatizaciones. Esto podría amenazar la posible remunicipalización de los 
servicios de agua, redes de energía y servicios de transporte.  
 
TISA: es el Tratado más peligroso por las repercusiones que produciría en nuestro modelo social. 
Busca la apertura de los mercados de servicios al máximo nivel, sin exclusiones a priori de ningún 
sector o modo de suministro, sino el impulso de nuevas regulaciones como las relativas a la 
contratación pública, licencias, acceso a mercados de telecomunicaciones, de servicios como la 
educación o sanidad prestados por empresas privadas, etc. El objetivo es, al igual que en el resto, 
reducir la capacidad normativa de los Estados y de las instituciones regionales y locales. Además, a 
nadie se le escapa el evidente sesgo geoestratégico que indica la relación de participantes y sobre 
todo de ausentes. 
 
En definitiva cada Tratado utiliza diferentes mecanismos pero siempre con el mismo objetivo: 
aumentar el negocio de las grandes multinacionales a costa de servicios esenciales para 
garantizar la igualdad y la redistribución de la riqueza consiguiendo una sociedad más justa 
con los que menos tienen. 
 
ATAQUE A LA DEMOCRACIA, LIBERTADES Y PRIVACIDAD 
 
A la democracia: porque a través de los diversos mecanismos incluidos en cada Tratado 
(ISDS/Tribunales de Arbitraje, Consejo de Cooperación Reguladora/ Cláusulas Trinquete, etc) las 
multinacionales podrán saltarse las decisiones de los órganos y las políticas de los gobiernos 
elegidos democráticamente.  
 



	

 
 

 
 
 
A las libertades: porque también incluyen medidas para impedir el conocimiento público de 
derechos de autor, patentes y marcas. 
 
Ejemplo: se impediría conocer los resultados de los ensayos clínicos con lo que no sabríamos si un 
medicamento es más o menos efectivo.  
 
A la privacidad: se habilitan mecanismos para facilitar a las corporaciones un mayor acceso sobre 
la información ciudadana (a expensas del derecho civil a la privacidad), con un impacto negativo 
importante sobre la libertad de expresión (serían controlados los datos que fluyen en Internet y ya 
no cabría la libertad digital), entre otros 
.    
Esto no es ni más ni menos que resucitar “por la puerta de atrás” el Acuerdo Comercial de Lucha 
contra la Falsificación (ACTA) que provocó un rechazo del parlamento europeo en 2012 debido a 
la presión y las movilizaciones sociales. 
 


